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TUTELA – SALUD – EPILEPSIA - TERAPIAS INTEGRALES DE NEURODESARROLLO: TERAPIA OCUPACIONAL O SESIONES + TERAPIA FONOAUDILOGIA 8 SESIONES + TERAPIA FÍSICA 8 SESIONES – TRANSPORTE DE SER NECESARIO - CONCEDE – “Precisamente, el caso de ahora involucra a un adolescente que, según lo dejan ver los documentos allegados con el libelo, pasa por una delicada situación. En efecto, y sobre ello nada refutó la parte accionada, requiere de unas terapias integrales de neurodesarrollo: ocupacional, fonoaudiología y física  (f. 4), que pese a haber sido autorizadas, se deben materializar en zona rural de esta ciudad y en sector alejado a la residencia del menor, sin que cuenten con los medios económicos necesarios para asumir el costo del transporte, incluidos los viáticos.

 



Debe tenerse en cuenta que por su condición de sujeto de reforzada protección constitucional, el joven requiere un esmerado trato, que debe estar acompañado de la posibilidad de recibir de manera oportuna y eficaz, las atenciones médicas de toda índole para facilitar su desarrollo y crecimiento, además de una vida en condiciones de dignidad, sobre todo frente a su grave situación de salud. Nada de ello puede ser truncado por aspectos de orden reglamentario o presupuestal.

No se requiere en este caso mayor esfuerzo para concluir el resquebrajamiento de sus derechos fundamentales, lo que justifica la intervención del juez constitucional, toda vez que ha existido una injustificada dilación en el suministro que, al menos del transporte, se le debe facilitar al joven, para que pueda ser traslado en condiciones óptimas hacia el lugar en donde deben practicársele las terapias dispuestas por el especialista. De hecho, no se puso en entredicho la negativa del servicio, como lo dejan ver la contestación misma y la comunicación de la Personería visible a folio 23.”
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Acta No. 358 de julio 13 de 2017




Decide la Sala la acción de tutela promovida por el Defensor Público de Dosquebradas en favor del adolescente MATS
,  en contra de la Dirección General de Sanidad Militar del Ejército Nacional y el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” No. 3029 de esta ciudad.
ANTECEDENTES

  



El Defensor Público del municipio de Dosquebradas, demandó en beneficio del menor MATS, demanda por esta especial vía, la protección de los derechos fundamentales “a la SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, CALIDAD DE VIDA E INTEGRIDAD PERSONAL, MÍNIMO VITAL” de los que este es titular y que estima conculcados por la Dirección General de Sanidad Militar del Ejército Nacional y el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” No. 3029 de esta ciudad.

  



Se expuso, en síntesis, que MATS se encuentra afiliado a la EPS de Sanidad Militar; padece de “EPILEPSIA FOCAL SINTOMATICA, PARALISIS CEREBRAL ESPASTICA, SECUELAS DE ENCEFALOPATIA PERINATAL: LEUCOMALASIA PERIVENTRICULAR” –sic-, por lo que el médico tratante le ordenó “TERAPIAS INTEGRALES DE NEURODESARROLLO: TERAPIA OCUPACIONAL O SESIONES + TERAPIA FONOAUDILOGIA 8 SESIONES + TERAPIA FISICA 8 SESIONES” –sic-. Para asistir a las mismas debe desplazarse hasta la APAES en la Finca El Piñal Oriental de la Vereda Combia El Placer y la familia del menor no cuenta con los recursos económicos para sufragar los gastos que ese desplazamiento genera. 
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados y, en consecuencia, ordenar a las accionadas que procedan a garantizar el suministro de transporte y viáticos para el menor y un acompañante, con el fin de asistir a la práctica de las terapias, lo que igualmente deprecó como medida provisional.
Con la demanda, entre otros documentos, se aportaron copias de la historia clínica y de la autorización de aquellas.
  



Mediante auto del 28 de junio se dio impulso a la acción; se corrió traslado para que se ejerciera el derecho de defensa, a la vez que se negó la medida previa solicitada y se pidió información a la parte accionante. Oportunamente intervino la directora del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 y dijo que la institución cuenta únicamente con una ambulancia para atender cerca de 15.000 usuarios y, por consiguiente, es asignado exclusivamente para situaciones de urgencia; que el médico tratante no ha extendido orden de traslado en ambulancia; el Dispensario no tiene a su cargo función administrativa de contratación de servicios de transporte, pues su actuar es solo asistencial y tampoco maneja presupuesto alguno para lo solicitado; además, el menor no está frente a un perjuicio irremediable. 
  



La Personería atendió el requerimiento que se le efectuó acerca de las diligencias previas a la promoción de esta demanda para lograr el cometido perseguido (f. 23).
 


  
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

Haciendo uso de esa garantía, la Personería Municipal de Dosquebradas, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales del adolescente MATS, arriba señalados, que estima conculcados por la Dirección General de Sanidad Militar y el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 Batalla de San Mateo, por la negativa de autorizar transporte y viáticos para asistir a la institución ubicada en sector rural de esta ciudad para asistir a las terapias que le fueron extendidas para tratar sus afecciones, pues, no cuenta la familia con los recursos necesarios para ello y se pone en riesgo, por esa omisión, la vida del paciente. 

 



Se sabe que los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas son fundamentales según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
, y así lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015; tanto más si se trata de niños, niñas o adolescentes
, pues por vía directa lo ha señalado así el artículo 44 de la Carta Política, sumado a que el parágrafo del artículo 6º de la citada ley, refiere la aplicación de los principios del régimen de salud, con acciones afirmativas en beneficio de este grupo poblacional, entre otros. 

  



Precisamente, el caso de ahora involucra a un adolescente que, según lo dejan ver los documentos allegados con el libelo, pasa por una delicada situación. En efecto, y sobre ello nada refutó la parte accionada, requiere de unas terapias integrales de neurodesarrollo: ocupacional, fonoaudiología y física  (f. 4), que pese a haber sido autorizadas, se deben materializar en zona rural de esta ciudad y en sector alejado a la residencia del menor, sin que cuenten con los medios económicos necesarios para asumir el costo del transporte, incluidos los viáticos.

 



Debe tenerse en cuenta que por su condición de sujeto de reforzada protección constitucional, el joven requiere un esmerado trato, que debe estar acompañado de la posibilidad de recibir de manera oportuna y eficaz, las atenciones médicas de toda índole para facilitar su desarrollo y crecimiento, además de una vida en condiciones de dignidad, sobre todo frente a su grave situación de salud. Nada de ello puede ser truncado por aspectos de orden reglamentario o presupuestal.

No se requiere en este caso mayor esfuerzo para concluir el resquebrajamiento de sus derechos fundamentales, lo que justifica la intervención del juez constitucional, toda vez que ha existido una injustificada dilación en el suministro que, al menos del transporte, se le debe facilitar al joven, para que pueda ser traslado en condiciones óptimas hacia el lugar en donde deben practicársele las terapias dispuestas por el especialista. De hecho, no se puso en entredicho la negativa del servicio, como lo dejan ver la contestación misma y la comunicación de la Personería visible a folio 23.
  



Sobre el particular la Corte Constitucional ha establecido frente a una persona carece de los recursos suficientes para asumir loos costos que genera su atención en salud y, adicionalmente, se trata de un sujeto de especial protección, unas sub-reglas que conducen a que sea la entidad prestadora del servicio la que deba arrogarse esa carga. En la sentencia T-155 de 2014, para citar un caso, dijo la Corte Constitucional que: 

“Al respecto, desde una óptica constitucional, esta Corporación ha sido enfática al afirmar que no se les puede imponer cargas económicas desproporcionadas a los usuarios que cuentan con menores recursos, en comparación con quienes sí pueden sufragar el costo del transporte.
 Gracias a esto, ha adoptado la siguiente regla jurisprudencial: cuando un paciente es remitido a una entidad de salud en un municipio distinto al de su residencia, la EPS debe sufragar los gastos del desplazamiento a los que haya lugar sin importar que el servicio de transporte haya sido ordenado por su médico tratante siempre y cuando se cumplan las siguientes dos (2) condiciones: (i) que ni el paciente ni sus familiares cercanos tengan los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado, y (ii) que de no efectuarse la remisión, se ponga en riesgo la dignidad, la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario.
 

4.7. En el mismo sentido, la Corte ha señalado que la EPS debe asumir los costos del desplazamiento de un acompañante cuando, aparte de las limitaciones económicas descritas, el paciente depende de un tercero para su desplazamiento y requiere de atención permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas.
 En estos casos se encuentran, precisamente, los menores de edad y las personas de la tercera edad o en situación de discapacidad que padecen restricciones de movilidad.

4.8. La identificación de los eventos en los cuales es viable autorizar el servicio de transporte, depende del análisis fáctico de cada caso concreto. El juez debe evaluar la pertinencia, necesidad y urgencia de la medida, así como las condiciones económicas del actor y su núcleo familiar. De resultar positiva esta evaluación, debe ordenarle a la EPS que asuma los costos pertinentes y, posteriormente, que recobre a la entidad estatal correspondiente por los valores que no esté obligada a sufragar.

4.9. Finalmente, en relación con aquellos casos donde el transporte solicitado consta de un desplazamiento al interior del mismo municipio (interurbano), la Corte ha hecho extensiva la aplicación de la anterior regla exigiendo los mismos requisitos. Así, por ejemplo, en la Sentencia T-481 de 2011
 se ocupó del caso de una mujer de cincuenta y cuatro (54) años que, a raíz de su obesidad y acumulación de grasa en las piernas, no podía desplazarse por sí misma hasta un centro médico ubicado en su municipio de residencia. Esto impedía que su enfermedad fuera valorada y diagnosticada. A pesar de que su médico tratante no ordenó el servicio de transporte, esta Corporación tuteló su derecho fundamental a la salud. De esta manera, le ordenó a la EPS a sufragar los gastos respectivos, dado que ni la paciente ni su familia tenían los recursos necesarios para tal efecto y el servicio médico era requerido con urgencia.”   -subrayas propias-

Es más, en recientes pronunciamientos
 la misma Corporación ha reiterado las  exigencias de carácter general para la concesión de transporte para el paciente y un acompañante, que aquí se hallan cumplidas. También lo que corresponde a las especiales, para su prestación dentro de la misma ciudad
, entre las que destaca la condición de debilidad manifiesta del paciente, por tratarse, por ejemplo, de menores de edad. Se insiste en que en este evento se trata de un adolescente, con una considerable afectación de su estado de salud, que impone la atención médica prioritaria. 
Todo este derrotero, deja al descubierto que el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8, que es el ente primario en la atención de su afiliado, ha vulnerado los intereses fundamentales reclamados, sin que sea de recibo su argumento de que no existe un perjuicio, pues es claro que la negativa conlleva un desmedro de las condiciones de salud y de vida del menor.
En tal orden de ideas, se concederá el amparo y se le ordenará a la Directora del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” que, dentro de las cuarenta y  horas siguientes a la notificación de este fallo, adelante las gestiones necesarias y materialice el suministro de un transporte adecuado para que a MATS le sean practicadas las sesiones de terapias de que da cuenta la demanda y las que en adelante le sean prescritas en relación con las afecciones de salud denunciadas en este libelo, bien  en esta ciudad o en otro municipio del país, en zona urbana o rural, junto con un acompañante, y en caso de que corresponda a localidad, fuera de Pereira o Dosquebradas, deberán igualmente garantizársele viáticos para él y su acompañante. 
Se absolverá a la Dirección General de Sanidad Militar,  por no hallar de su parte, vulneración o amenaza respecto de los derechos reclamados en amparo.
   



DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

  



RESUELVE:    





   
 


1° CONCEDER el amparo impetrado por Defensor Público del municipio de Dosquebradas en favor del adolescente MATS,  en contra del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” No. 3029 de esta ciudad.
2°
 En consecuencia, se ordena a su directora, capitán Teresa Liliana Leyva Quintero, o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho  horas siguientes a la notificación de esta sentencia, adelante las gestiones necesarias y materialice el suministro del servicio adecuado para que a MATS, le sean practicadas las sesiones de terapias de que da cuenta la demanda y las que en adelante le sean prescritas en relación con las afecciones de salud denunciadas en este libelo, dentro o fuera de la ciudad, en zona urbana o rural, junto con un acompañante.

3º En caso de que el desplazamiento deba hacerse fuera de Pereira o Dosquebradas, deberá igualmente garantizársele el suministro de viáticos al menor y un acompañante. Del cumplimiento se dará cuenta a esta Sala.

Se absuelve a la Dirección General de Sanidad Militar.
  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. Si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y a su regreso archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
� En virtud del artículo 47 del Código de la Infancia y la Adolescencia, armonizado con el canon 7 de la Ley 1581 de 2012, se omite el nombre del menor, siguiendo de igual manera la posición que sobre este particular ha adoptado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, cuando un asunto de esta naturaleza involucra menores de edad





�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-425 de 2013


� Ver Sentencia T-173 de 2012 (M.P. María Victoria Calle Correa).


� Ver Sentencias T-900 de 2000 (M.P. Alejandro Martínez Caballero),  T-1079 de 2001 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra), T-1158 de 2001 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra),  T- 962 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-493 de 2006 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), T-760 de 2008 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-057 de 2009 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-346 de 2009 (M.P. María Victoria Calle Correa), T-550 de 2009 (M.P. Mauricio Gonzáles Cuervo), T-149 de 2011 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-173 de 2012 (M.P. María Victoria Calle Correa) y T-073 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 


� Ver Sentencias T-760 de 2008 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-173 de 2012 (M.P. María Victoria Calle Correa) y T-073 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� Ver Sentencias T-295 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-200 de 2007 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto) y T-073 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� Ver Sentencias T-550 de 2009 (M.P. Mauricio Gonzáles Cuervo) y T-073 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 


� MP. Luis Ernesto Vargas Silva. A este respecto, puede verse también la Sentencia T-861 de 2005 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra) donde la Corte se ocupó del caso de un pensionado que, aduciendo serías limitaciones económicas, manifestó no poder costear los desplazamientos que debía realizar tres (3) días a la semana hasta la entidad de salud ubicada en su ciudad de residencia para la práctica de la diálisis. Por esta razón, esta Corporación le ordenó a la EPS sufragar los gastos de transporte por considerar que era constitucionalmente inadmisible someter al usuario a un gasto que no alcanzaba a cubrir con sus ingresos mensuales, pues, de lo contrario, se le vulneraría su derecho a la salud y al mínimo vital.


� Sentencias T-148 de 2016 y T-178 de 2017


� Sentencia T-339 de 2013





